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Primero.-Anularlas Sent~ciasdietadas el 21 de mayo de 1984,
por el Juez de Instrucción de Villena en el DrOCedimiento especial
número 46/1983, y el 11 de febrero de 1985, por la AudIencia
Provincial de Alicante, confirmatoria en apelación de la anterior.

. Seaundo.-Restablecer al recurrente en su derecho a la presun­
ción de inocencia.

Tercero.-<>rdenar que las actuaciones se retrotraigan al
momento procesal de la. acusación fiscal para que éste pueda

Sala Primera. Recurso de amparo número 5J}/ J985.
Senlencia número 50/1986, de 23 de abril.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Francisco Tomás y Valiente, Presidente y don Francisco Rubio
Llorenteb.don Luis Diez·Picazo y Punce de León, don Antonio
Truyol ;><>rra, don Eusenio Diaz Eimil y don Mi8uel RodríBuez·
Piñero y Bravo-Ferrer, Magistrados, ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 511/1985 promovido por doña
Maria Victoria Medrano Autor, representada por .el Procurador
don An8el Deleito Villa y bajo la dirección del AboBado don Javier
Caballero Martinez, contra Acuerdo de la Comisión Delezada de la
excelentisima Diputación Foral de Navarra, de fecha 7 de abril de
1983, que aprobó la convocatoria para la provisión de 14 plazas de
Oficiales administrativos, confinnado por Sentencia de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de
Pamplona de 31 de diciembre de 1984.

En el recurso han comparecido el Ministerio Fiscal y-los
Procuradores don José Manuel Dorremochea Aramburu, en nom­
bre de la Diputación Foral de Navarra) doña Consuelo Rodríguez
Chacón, en representación de don Carlos García García y 19
personas más. Ha sido Ponente el Magistrado don Francisco Rubio
Lloreote, quien expresa el parecer de la Sala..

l. ANTECEDENTES

Primero'.-Doña María Victoria Medrano Autor, representada
por el Procurador y asistida de Letrado, interpone recurso de
amparo, mediante escrito que tuvo su entrada el 4 de junio de
1985, contra Acuerdo de la Comisión'De~ de la.excelentisima
Diputación Foral de Navarra de 7 de libnl de 1983, que aprobó
convocatoria para la provisión de 14 plazas de Oficiales adminis­
trativo·s, confirmado· por Sentenci4 de la Sala'de lo Contencioso­
Administrativo de la Audiencia Territorial de Pamplona de 31 de
diciembre de 1984.

Segundo.-Los hechos en que se funda la demanda son los
siguientes:

a) En el «Iloletin Oficial de NavaJTll>l de 18 de abril de 1983
se publicó-la convOcatoria, aprobada por Acuerdo.de la .comisión
Deleuda de la Diputación Foral de Navarra de 7 de abril de 1983,
parala provisión, por o~ición en turno restrin~<lo entre funcio­
narios de dicha Diputación, de 14 plazas de OfiCIales administrati·
vos COn destino a los servicios de la misma. Como requisito de los
candidatos se exigieron, en~ otros, además de tener la condición
de «funéionario de nómina y plantillll» de la Diputación referida,
ostentar la cateaorya de .Auxiliar. administrativo o equivalente
encuadrado en el nivel 12 o supenor.

b) La solicitante de am,Pllro interpuso recurso de reposición
contra dicho Acuerdo, adUCiendo discriminación en favor de los
funcionarios y _en contra del resto de los ciudadanos carente de
justificación y citando los arts. 14,23.2 Y 103.3 de la Constitución.

. c) La Diputación Foral de Navarra acordó, en sesión de 16 de
junio de 1983, desestimar el recurso de reposición.

d) La solicitante de amparo interpuso recurso contencioso­
administrativo, solicitando la súspensión de la ejecución del acto
administrativo.

e) La Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Territorial de Pamplona, por Auto de 30 de julio de-1983, declaró
no haber IUllr a la suspensión; y por Sentencia de 31 de diciembre
de 1984, desestimó el recurso contencioso-admiriistrativo y confir-
mó el Acuerdo de convocatoria. .

La Sala motivó el fallo, entre otras consideraciones, en las que
~no procede, por aplicación del arto 40 de la Ley sobre Amejora·
miento del Fuero de Navarra, acudir, para resolver el tema de.que
se trata, y como derecho supletorio, a la normativa estatal en la
materia (... ) ya Que Navarra tiene una normativa específica en este

proponer las pruebas o solicitar las diligencias Que estimen proce-
dentes en derecho. .. -

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a 23 de abril de 1986.-Franciseo Tomás y
Valiente.-Francisco Rubio L1·:~rente.-LuisDiez-Picaza J Ponce de
León.-Antonio Truyol Serra.-Eugenio Diaz Eimil.-Miguel Rodrí­
guez-PIñero y Bravo-Ferrer.-Firmados y rubricados.

concepto, el Acuerdo Foral de 1S de diciembre de 1945, no
derogado por la ~onstitució~, y gue constituye derecho e~cifico
de Navarra, persIstente por Virtud de lo dispuesto en la disposición
adicional primera de aquélla y recogida en el arto 39 de la Ley de
Amejoramiento.

f) Interpuesto por la solicitante de amparo contra la anterior
Sentencia recurso de apelación, la Sala Quinta del Tribunal
Supremo declaró su inadmisión por Auto de 30 de abril de 1985.

Tercero.-En la demanda de amparo se alega violación del
derecbo fundamental de iBualdad ante la Ley, Y del de acceder en
condiciones de igualdad al ejercicio de las funciones y cargos
públicos, citándose los artículos 14 y 23.2 de la CE, asi como el
aniculo 149.1.18.' de la misma; el articulo 6 de la Ley 0llánica de
lO de agosto de 1982 sobre reinte¡ración l'.. amejoramIento del
Régimen Foral de Navarra y doctrina de este Tribunal Constitucio­
nal relativa al principio de igualdad. Se razona sobre la «Carencia
de cobertura juridic8» de la desigualdad establecida por el acuerdo
de convocatoria y sobre el «inmotivado apartamiento de preceden­
tes oposiciones», argumentándose sobre las faltas de publicación,
vi¡¡encia y aplicabilidad al caso del Acuerdo Foral de 15 de
diciembre de 1945, sobre la normativa que seria aplicable)' sobre
el apartamiento de la Diputación Foral del sistema de selección que
h;¡bria seguido en ocasiones irtmediatas _anteriores, con cita, en
relación con esto último, de doctrina de este Tribunal Constitucio­
nal. Y se solicita que se declare la nulidad del Acuerdo de la
Comisión DeleBada de la excelentísima Diputación Foral de
Navárra de 7 de abril de 1983, que aprolió la convocatoria de 14
plazas de OfiCiales administrativos, así como la nulidad del
Acuerdo de la misma Diputación Foral de 16 de JUQio de 1983,
desestimatorio del recurso de reposición y la de la Sentencia de la
Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Tenitorial
de Pamflona de 31 de diciembre de 1984; solicitándose, por otra
parte, e reconocimiento del derecho de la recurrente a no ser
excluida de la oposición referida por no ser funci.onaria de la
Diputación Foral de Navarra y que se ordene a ésta una nueva
convocatoria de la oposición, en la que se permita a los no
funcionarios la posibilidad de optar a las 14 plazas de Oficiales
administrativos en condiciones de ilualdad con los funcionarios o
en la Que, al menos, se establezca un adecuado equilibrio entre el
principio de promoción interna de los funcionanos y el de libre
concurrencia, igualdad, mérito y capacidad, tomando como criterio
el establecido en la Ley Foral Rezuladora del Estatuto de Personal
al servicio de las Administraciones Públicas de Navarra (Ley
13/1983, de 30 de marzo).

Cuarlo.-Abieno por providencia de 25 de septiembre de 1985
el trámite previsto en el artículo 50 de la LOTe, tras audiencia del
recurrente y del Ministerio Fiscal, la Sección Cuarta de este
Tribunal acordó el dia 23 de octubre si¡u.iente la admisión a
trámite del presente recurso. _

Recibidas las actuacionessezuidas en la Diputación Foral de
Navarra y ante Ia.Sala de lo Contencioso-Administrativo de la
AudlenC18 Territorial de Pamplona se dio vista de eUas a1 recu­
rrente, .al Ministerio Fiscal y a los Procuradores don José Manuel
Dorremochea Aramburu y doña Consuelo RodriBuez Chacón,
comparecidos, respectivamente, en nombre yrepresentaGión del
Gobierno de Navarra y de don Carlos Garcia y otras personas que,
en calidad de coadyuvantes, habían sido pane en el previo proceso
contencioso-administrativ.o. .

Quinto.-Mediante eserito de 15 de enero de 1986 presentó sus
alegaciones el Procurador señor Dorremochea Aramb1lrU, en repre­
sentación del Gobierno de -Navarra y en los ténninos que..
sintéticamente, se exponen a continuación:

a) Se afirma, en primer lugar, que no controlando el Tribunal
Constitucional la violación de la Ley Ysí sólo la de la Cons\itución,
no puede pretenderse, como la recunente intenta, que en el recurso
de amparo se revise el juicio de 1elll1idad llevado a cabo por .los
Tribunales ordinarios en el presente caso, ello sin perjuicio de que
el Acuerdo de 15 de diciembre de 1945 si estaba vt8ente al tiempo
de la convocatoria de la oposición supuestamente lesiva de los
derecbos del actor. . -

b) No se ha producido. de otra pane, vulneraciÓn del derecbo
reconocido en el a~ículo 14 de la Constitución, porque es lógico y



~B:::O:.':E:..:n~u~·m~.2:12~O~. ..::S~u:!:p:::le~m:::e~n~to::- .....::M~a~n~.e:.:s~2~O~m~a1.yo~I~9~86~ --,-__ 5

razonable que la Administración Foral procure la promoción de
aqueUos empleados. de nivel inferior bacia em¡>leos o puestos de
nivel superior mediante llamamientos restringidos baCUl aqueUos
que dentro ya de la carrera administrativa han de tener la
opOrtunidad de promoción interna. Ha de descartarse, además, que
en el mismo «Boletln Oficial de Navarra», en el que se convocó la
oposición de que se viene tratando, se anunció la provisión de '34
plazas de Auxiliares administrativos, 17 de ellas en turno libre, a
las que bien pudo baber aspirado la señora Medrana Autor.
Tampoco se ha vulnerado el derecho enunciado en el articulo 23.2
de la Constitución, ya que una cosá es el derecho a acceder a la
función pública y otra muy distinta la aspiración a un puesto
determinado. Al disponer el criterio aquí contrllvertidll, la Dipu­
tación Foral no hace sinll usar de la facultad que con carácter
general establece el articulo 103.3 de la Constitución y que
corresponde al Gobierno de Navarra en virtud de los derechos
hislóncos que la Constitución ampara y recoae. En definitiva, la
convoca.tona aquí· cuestionada no hace SIDO reconocer los derechos
de los empleados administrativns a la promoción a través del
trabajo (3rt. 3S.l de la Constitución). Pllr eUo se suplica se dicte
Sentencia den~do el amparo interesado. .

Sexto.-Mediante escrito de 20 de enero de 1986 presentó sus
alesacillnes la representación aetora reitérando, en lo sustancial, las
consideraciones expuestas en la demanda de amparo y pidiendo,
por lo mismo, se dictara Sentencia en los términos interesados en
el escrito mediante el que se interpuso el recurso de amparo.

Séptlmo.-Por escrito de 20 de enero de 1986 presentó sus
alepciones el Ministerio Fiscal en los términos que resumidamente
siguen: .

a) La demanda contiene una doble ünea aiBumenta1, afirmán­
dose en eUa, de una pano, que la exclusión de los ciudadanos de
una ofena de empleo público, limitadá a quienes ya son funciona­
rios,vulnera el principio de i¡ualdad Y aduciéndose, en se¡undo
lugar, que las disposicione$leples sobre las que en este caso se
asentó la convocatoria son contrarias a Derecho. El acceso, sin
embarao, a Ip funciones públicas es, de acuerdo con el articulo
23.2, aeneral y no sinauIar o particular, esto es, a un puesto o car¡o
determinado. Por eno no podrá invocarse lesión del derecho.
constitucional por el hecho de no permitirse el in¡reso en una
determinada cale¡QrIa administrativa, cuando se tiene abierta, en
tumo de libre concurrencia, la posibilidad de acceder a la función
pública en otra cat..orla de iuferillr rango que en su dia permitirla
alcanzar otra del DIvel de la ahora restringida. En este punto el
ar¡umento de la aetora pQdrIa Uevar a la inconstitucionalidad de
todas las pruebas restrin¡idas, que son una constante de nuestro
panorama administrativo antes y después de la Constitución. Este
tipo de pruebas no constituyen infracción del derecho fundamental
invocado porque este derecho no III es para acceder a la función
pública en unos puestos determinados. .

b) Tampoco se ba conculcado el derecho reconocido en el
articulo 14 de la Constitución porque existe una causa objetiva y
razonable que justifica, sin daño de la i&ualdád, el que unas plazas
de servicio de la Administración Públiéa se cubran mediante
pruebas en las que sólo se permite que participen quienes son ya
empleados púhli..,.· de nómina y plantilla:

c) La supuesta infracción de la lepIidad aplicable no es, por
último, un problema que pueda examinaJ'se en este: proceso, porque
el mismo carece de dimensión coDstitucio.w.. En todo caso, si se
entendiera que la leplidad ba sido aplicada de modo no razonahle,
arbitrariamente, eUo nOI llevarla más hien a considerar afectado el
derecho reconocido en el articulo 24.1 de la Constitución. Por eUo,
las consideraciones de la aetnra acen:a de ~ ~dez o viaencia del
Acuerdo de 1S de diciembre de 1945 son, una vez que este
problema fue ya resuelto por la AudienciaTerritorial de Pamplona,
ajenas al·amparo constitucional y lltro tanto ba de decirae respecto
del alcance a dar, en el caso actua1, a lo dispuesto en la Ley Foral
13/1983, de 30 de marzo, resuJadora de in¡resos en las Administra­
ciones Públicas de Navarra. En este punto, la interpretación leul
dada por la Audiencia está debidamente fundada y es razonable,
Clln independencia de que pueda. discreparse. de eUo. Por lo
expuesto, se interesa del Tribunal dkte Sentencia desestimando la
pretensión de amparo. .
. Octavo.-Por escrito fecbado el2l de enero de 1986 presenló sus
alegaciones la Procuradora doña 'Consuelll Rodri¡uez 'Chacón, en
representación de las panes coadl<llvantes, en los términos que
resuDlidaménte siauen:

a) Como consideración inicial, el recurso de amparo resulta
inadmisible a tenor de lo dispuesto en el apanado 2, b), del aniculo
SO de la LOTC, y así se pide que se declare por el Tribunal sin
entrar en el examen del fondo de la pretensión. Ello es así porque
la recurrente fundamenta su demanda en una cuestión de estricta
legalidad que queda, en cuanto tal, al mar¡en de este proceso como
es la de la supuesta inexistencia o falta de viaencia del Acuerdo de
la Diputación Foral de IS de diciembre de 1945.

b) Al margen de lo dicho, el Acuerdo de la Diputación Foral
mediante el que se convocó la oposición de que se viene tratando
fue plenamente conforme a Derecho, si se examina el Reglamento
de la Diputación Foral de Navarra de 1S de diciembre de 1945
sobre clasificación, nombramiento, plantillas y asce!U!1s de los
funcionarios locales. Ha de destac:ane, en partiCular, lo mspuesto
en el apanado se¡undo de dicha disposición, en cuya virtud resulta
claro que el in¡reso en el Cuerpo de Empleados Administrativos
(hoy Oficiales y Auxiliares administrativos) se rea1iza sólo por
oposición a traV" de la ca!CIorla de Escnbientes (actualmente
Auxiliares) y que el ascenso a otras cale¡Qrias.superlllres dentro del
Cuerpo de Empleados Administrativos podrá realizarse mediante
opoSlción libre o restringida. La demandante pretende ignorar estas
normas y alega en su lugar una normativa inaplicable al caso -por
estar referida a los funcionarios municipales de Navarra-, como es
la norma del Parlamento Foral de 29 de enero de 1980 (an. 3.3),
siendo también de rechazar la invocacióñ lIetora del 3rt. 2.3 del
Decreto 1411/1968, de 27 de junio, por el que se aprobó el
ResIamento General para el Ingreso en la Administración Pública.
Por lo demás, la preVIsión normativa de {lruebas restringidas existe
en diferentes textos nonnativos que se CItan: An. S6 de la Ley de
7 de febrero de 1964, de Funcionarios Civiles del Estado; 3rt. 8 del
Estatuto de Peisonal al Servicio de los Organismos Autónomos, de
23 de julio de 1971; ano 92 del Real Decreto 3046/1977, de 6 de
octubre, y ano 22.1 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto. Se invocan
asimismo los ans. 90.2, 99.2 y 101 de la Ley 7/l98S, de 2 de abril.
Se concluyen estas consideraciones afirmando que el principio de
libre ae:ceso a la función pública. no tiene carácter absoluto,. de
forma que cualquier convocatori~ restringida basada en los princi­
pios de mérito y capacidad baya de suponer necesariamente una
transgresión de tal principio.

c) Por lo demás, los Acuerdos de la Diputación' Foral de
Navarra de 7 de abril y 16 de junio de 1983 no violaron. en contra
de lo .do por la demandante, los ans. 14 ~ 2~.2. de. la
ConstitUCIón. No puede pretextarse deSIgualdad o discnlrunaclón
alguna, ya que entre los funcionarios con derecho a la promoción
in~rna y la recurrente no existe una situación similar, habiendo
sólo procurado la Diputación Foral. en uso de'sus potestades. la
legítima promoción interna de sus funcionarios a plazas de
Oficiales administrativos. Estas consideraciones han de reiterarse
respecto de la supuesta violación del derecho reconocido en el
articulo 23.2. de la Constitución. . .

d) Por lo expuestQ, se suplica la inadmisión del recurso Y.
subSIdiariamente, la denegación de la pretensión en él denunciada.

Noveno.-Por providencia de 12 de marzo de 1986, la Sala
Primera unió a las actuaciones las alegaciones que anteceden y
señaló para la deliberación y votación del recurso el día 16 de abril.

n. F'UNDAMENTOS JURIDlCOS

Primero.-Setún ba quedado expuesto en los Antecedentes, la
demandante de amparo imputa al Acuerdo de 7 de abril de 1983,
adoptado por la Comisión Delegada de la Di{lutaeión Foral de
Navarra, lo.que considera un trato discriminatorio en.su disfavor
y lesivo, ¡>or eUo, tanto del principio enunciado en el art, 14 de la
Constitución ·como de su derecho fundamental, IDstltwdo en el
anículo 23.2 de la mis~a, a acceder, en condiciones de i8ualdad,
a una función pública. Esta fundamentación de la queja constitu­
cional aparece unida en el planteamiento' de la actora a la
invocación de la regla que. en el ano 103.3 de la norma fundamen­
ta1, dispone que el acceso a la función pública tendrá lugar «de
acuerdo con los principios de mérito y capacidad», así como a
<hferentes reproches, dirigidos a la AdmlDistración demandada y al
Tribunal que juzgó de sus actos, por la a{llicación al caso de una
disl"'sición que, como el Acuerdo de la DiputaCIón Foral de 1S de
diCiembre de 1945, sería jurídicamente inexistente, por no publ;i­
cado, y, en todo caso, insuficiente para fundar en él la convocatona
de la oposición restringida frente a la que su queja se alza.

Sobre lo asi alegado, y a partir también de lo expuesto por las
demás panes comparec1das, ha de juzgarse ahora. no sin antes dar
teSlJuesta, como requiere el curso lógico de este procedimiento, a la
peUción de inadmisibilidad del recurso formulada por la represen­
taoión de los codemandados, quienes consideran que elmismo se
hallaría inClU"SO en el supuesto de inadmisión contemplado en el
apanado 2, b), del an. SO de nuestra Ley Orgánica. En el presente
estado del proceso, sin embarKo, una tal pretensión carece de
singularidad procesal frente a la solicitud de desestimación del
recurso, pues es claro Que, aunque las causas de inadmisibilidad
puedan ser examinadas de modo diferenciado y previo en- la .
Sentencia Que resuelve el recurso de amparo si en su día no fueron
así puestas de manifesto, tal posibilidad sólo tiene sentido en
cuanto a las posibles razones de inadmisión de carácter formal,
pero no en 10 que se refiere a la causa que hoy se invoca, cuya
posible deterníinación resulta, en este momento. inseparable de la
decisión sobre. el objeto mismo de la pretensión.
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~undo.-En los escritos de la re.,resentación actora y en las
ale¡aclQnes de quienes han comparecido en la calidad de deman­
dado y de coadyuvantes se dedica una pormenorizada atención a
la vigencia, validez y aflicabilidad a la convocatoria de donde surge
el presente recurso, de Acuerdo de 15 de diciembre de 1945, de la
Diputación Foral de Navarra, norma ésta que SCIIÚn la deman­
dante, y en contra de lo argIlido por la representación del Gobierno
de Navam y de los cademandados, no podria considerarse como
fundamento bastante para la adopción del acto administrativo
frente al que, de modo directo, formula su queja. Esta controversia,
sin embargo, no puede constituir, expuesta en tales ~rminos.

objeto del proceso constitucional. pues nuestra tarea ahora no es
otra sino la de apreciar si se ha producido o DO la lesión de derechos
fundamentales que se aduce para. si así fuera, restablecer o
preservar los mismos, según prescribe el artículo 41.3 de la Ley.
Or¡ánica de este Tribunaf:En un caso como el presente, en el que
no se busca amparo en defensa de un derecho de libertad, el .
examen de la leplidad -<l, antes aún, de la vigencia- de la
disposición que pudo fundamentar la adopción del acto impu¡­
nado. no corresponde a esta jurisdicción, que no puede someter a
revisión el juiClo positivo de 1epIidad realizado por el Tribunal
ordinario competente, que fue en cste caso la Sala de lo Conten·
cioso-Administrativo de la Audiencia Territ9rial de Pamplona. No
se trata, pues, de establecer una linde "liante entre el orden de la
legalidad y el de la constitucionalidad para sinaularizar el ámbito
de esta /.urisdicción respecto del 'lue corresponde a los Jueces y
Tribuna es ordinarios, sino advertlr que el recurso de amparo no
está al servicio, en contra de lo que parece entender la .aetora, de
la depuración del actuar administrativo desde la pcnpectiva de su
respeto a la Ley, debiendo ahora nuestro examen partir, sin
controvertirlo, de lo resuelto en el enjuiciamiento de tales proble-
mas por el Tribunal ... quo». .

Tercero.-Asl delimitado, el contenido de la queja que formula
doña María Victoria Medrana no es otro que el de la discrimina­
ción que dice haber padecido a resultas de la convocatoria de una
oposición· restringida, a la que ella, al no ostentar la cateaoría
funcionarial requerida al efecto en el Acuerdo de 7 de abril de f983,
no pudo acudir como aspirante. Dice la recurrente que tal
delimitación de las condiciones requeridas para los opositores fue
contraria al principio de igualdad. y al derecho fundamental
enunciado en el artículo 23.2 de la Constitución, conculcando
también los criterios de mérito y capacidad en ti acceso a la función
pública impuestos por el arto 103.3 de la misma norma fundamen~

tal.
La discriminación asi argüida, por lo demás, se busca funda­

mentar tanto en el apanamiento por parte de la Diputación Foral
de lo Que la actara considera decisiones anteriores en casos
análogos como, de otro lado. en el mismo contenido diferenciador
de la resolución supuestamente lesiva. Mas sólo este último aspecto
es ahora de conSideración pertinente. Y! que, sin necesidad de
determinar si lo que la. recurrente identifica como precedentes lo
fueron en realidad, es claro 'lue la ar¡umentación basada en ·la
doctrina del precedente admimstrativo ~to es., la invocación de la
hipotética desigualdad resultante de la diferencia entre .los actos
administrativos-· no puede fundamen~r una pretensión ante este
Tribunal una vez que el acto supuestamenté distinto a los que le
precedieron ha sido enjuiciado, declarándose su validez por el
Tribunal competente, pues la iaualdad que la Constitución garan­
tiza es la igualdad ante la Ley. Como es evidente, la Ley puede
imponer a la Administración una actuación necesaria cuando se
dan determinadas circunstancias (y, en ese caso, cuando en
igualdad de circunstancias se producen actuaciones distintas serán
inválidas las ile¡ales, pero en ningún caso podrá establecerse una
comparación entre ellas y las legales para argIlir sobre la igualdad),
o bien puede dejarle un' lI1ll1'ieD más o menos amplio de libertad
de decisión para determinar los elementos fácticos relevantes en
función de los cuaJes situaciones semejantes han de ser considera­
das iguales o desiguales desde el punto de vista de la actuación
administrativa. En este segundo supuesto. que es quizás el más
común y casi obligado cuando se trata, como aqul es el caso, de
decisiones de la Administración sobre su propia organización, la
capacidad de autoo'11'nización administrativa en el marco de la
Ley excluye toda posibilidad de que la simple diferencia entre dos
actos pueda considerarse lesiva del prillcipio de iaualdad.

En su Sentencia de 31·de diciembre de 1984, la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de. la Audiencia Territorial de Pam­
plona considero acomodado al ordenamiento jurídico el acto
entonces y ahora recurrido Y. en consecuencia. o la diferencia con
los anteriores no existió o. existiendo. no fue contraria a la·LeY: a
la que no se imputa contenido alguno contrario a la ConstituClon.
La determinación del posible carácter discriminatorio de tal· acto,
por lo tanto. sólo ha de hacerse abora considerando al mismo en
lo que tuvo de decisión diferenciadora. al requerirse en ella. para
tomar parte en la oposición convocada, el requisito de tener la
condición de funcionario de nómina y plantilla de la Diputación
Foral, con la categoría· de Auxiliar administrativo o equivalente,

encuadrado en el nivel 12 o superior, pues este requisito si establece
sin duda una diferencia entre quienes lo poseen y quienes no lo
ostentan.

Cuarto.-Aunque la recurrente invoca en apoyo de su pretensión
tanto el principió de iaualdad (an. 14) como el derecho a acceder
en condiciones de igualdad a las funaones y cargos públicos. con
los ~uisitos que señalen las leyes (an. 23.2) es sólo la situación
subjeuva creada por este último precepto constitucional la que' ha
de dar ahora la medida de la validez del acto impugnado por
discriminato{Ío, pues la i¡uaIdad que la demandante dice quebrada
fue preciaamente la alli prescrita para el acceso a las funciones
públicas. En este punto, el an. 23.2 de la norma constitucional,
concret8, sin reiterarlo. el mandato presente en la reala que. en el
artículo 14 de la misma Constitución, establece la igualdad de todos
los españoles ante la Ley, según hubo ya ocasión de señalar en el
fundamento juridico tercero de la Sentencia 75(1983, de 3 de
~osto, de tal manera que cuando. como aquí ocurre, la queja por
discriminación se plantee respecto de los supuestos .contenidos en
el ano 23.2, y siempre que no se haya verifiCado la. diferenciación
impuanada en virtud de alguno de los criterios explícitamente
impedidos en el ano 14 (cosa que aqul no se a1e¡a) seni de modo
directo ",\uel precepto el que habrá de ser considerado para
apreciar 51 lo en tI dispueSto ha sido o no desconocido por la
decisión que se ataca. .

El an. 23.2 de la Constitución garantiza a todos los ciudadanos
(y sólo a ellos) el derecho de acceder en condiciones de igualdad a
las funciones y car¡os públicos, con los requisitos que señalen las
leyes. No naoc de este precepto, como es obvio, derecho a1Juna a
la ocupación de cargos o al desempeño de funciones determInados,
y ni SIquiera derecho a prOPOJJefSC como candidato para los unos
o las otras. El derecho a tomar parte en el procedimiento (selectivo
o electivo) que ha de llevar a l¡¡ designación y «ll fonio"" el derecho
a esta misma, sólo nace de las normas leples o reglamentarias que
disciplinan, en cada caso, el acceso al eBl'IO o función en concreto.
1.0 que, como concreción del principio general de igualdad, otorp
el art. 23.2 a todos los españoles es un derecho de carácter
puramente reaecional para impugnar ante la jurisdicción ordinaria
y en último término ante este Tribunal, toda norma o toda
óplicación concreta de una norma que quiebre la i8ualdad. La
remisión que el propio precepto hace a las leyes obli$8 a entender,
en consonancia con los datos que ofrece. la expenencia, que la
iaualdad se predica sólo de las condiciones establecidas para el
acceso a cada car¡o o función, no a todos ellos, y que, por lo tanto,
pueden ser distintos los requisitos o condiciones que los ciudada·
nos deben reunir~ aspirar a los distintos cargos o funciones, sin
que tales diferenCl&S (posesión de determinadas titulaciones, edades
mínimas a múimas. anti.¡Uedad mínima en otro empleo o función.
etc.) puedan ser consideradas lesivas de la igualdad. La exigencia
que así considerada en sus propios ~nninosderiva del aniculo 23.~
de la Constitución Española es la de que las reglas de procedI­
miento para el acceso a los cargos y funciones públicas y, entre tales
reglas. las convocatorias de concursos y oposiciones se establezcan
en táminos perales y abstractos y no mediante referencias
individualizadas y concretas como ya dijimos en nuestra Sentencia
42(1981, de 22 de diciembre, pues tales referencias son incompati­
bles con la iaualdad.

Desde este punto de vista, como resulta claro, ninguna objeción
cabe hacer a la convocatoria en turno restrin¡ido que la recunente
impl1Jllll. . - - . .

Esta basa su III'J!lmentáción tambi~n, como antes se sdtala, en
la supuesta inftacción de la exigen~ di: que el acceso a la fu~ción
pública se bap conforme a los pnnClplOS de· mtnto y capacidad.
Aunque esta exigencia figura eri el artículo 103.3 y no en el 23.2 de
la Constitución, la necesaria relación reciproca entre ambos precep­
tos que una interpretación sistemática no puede desconocer,
autonza a concluir que, además de la definición gentrica de W.
requisitos o condiciones necesarios para aspirar, a los distintes
car¡os.y fiJnciones públi?,S, el ano 23.2 de la Constitución i,,!pone
la oblipción de no eXlllr para el acceso· a la funCIón· publica
requisito ó Condición a1¡una que no sea referible a los indicados
conceptos de rnmto y capacidad, de manera que pudieran conside­
rarse tambitn violatorios del principio de igualdad todos aquellos
quetsin esa referencia, establezcan una diferencia entre españoles.

ampoco desde este plinto de vista, sin embargo, resulta
fundamentaila la pretensión de la recurrente. Ni el legislador se
encuentra respecto de la Constitución en una situación análoga a la
que la Administración ocupa respecto de la Ley. ni. aunque así no
fuera, puede ne¡arse un amplio mar¡en de libertad, Ianto al
l<aislador como a la AdmiDlstración P"'"' dOlar de contenido
concreto en cada caso a conceptos indeterminados como son los de
mtrito y capacidad, ni, por último, y reducitndonos al presente
caso", puede consider&.rse en modo aJ¡uno como arbitrario o
irrazonable que se estime como mérito para el acceso a unasp~
administrativas de nivel superior el estar ocupando otras de nivel
inferior. No se trata aquí. en efecto. de una convocatoria para el
ingreso en la función pública (la que simultáneamente se hizo con



BOE núm. 120. Suplemento Martes 20 mayo 1986 7

esta finalidad estaba abierta por igual a funcionarios y no funciona­
rios), sino de una promoción entre funcionarios para el acceso a­
plazas de Oficial, aunque a través del sistema selectiv'l del
concurso--oposición, lo que no resulta contrario a la Constitución
sino concorde con ella, dado el mandato constitucional de favore­
cer la promoción mediante el trabajo (art. 35.1).

FA LL'O
En atención a todo lo ~expuesto. el Tribunal Constitucional,

POR LA AUTORIDAD OUE J.E CONFIERE LA CONSTlTU­
CION DE LA NACION E!iPANOLA,

12300 Sala Primera. Recurso de ampara número 371/1985.
Sentencia número 51/198ó, de 24 de abrí/o

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Francisco Tomás y Valiente, Presidente, y don Francisco
Rubio Llorente, don Luis Diez-Picaza y Ponce de León, don
Antonio Truyol Serra, don Eu¡enio Diaz Eimil y don Miauel
Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Ma¡istrados, ha pronuncia~,

EI\l NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recu"" de amparo 371/1985, promovido por el Comité de
Empresa de los Awtiliares' de vuelo de la Compañía de «Aviación
y Comercio, Sociedad Anónirtta», representado por el Procurador
don Celso de la Cruz Ortep, y asistido por el Letrado don Julián
Cbamorra Gay, contra la Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal
Supremo de 16 de enero de 1985, dietada en el recurso de apelación
número 64576/1984 contra Sentencia de la Sección Primera de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Naci0l'aI, que es
revocada. Fueron parte en el proceso, además de la recurrente, el
Abopdo del Estado y el Ministerio Fiscal, siendo designado
ponente el Magistrado don Mi¡uel Rodr!¡uez-Piñero y Ifravo­
Ferrer, que expresa el parecer de la Sala.

1: ANTECEDENTES

Primero.-Don Celio de la Cruz Ortep, Procurador de los
Tribunales, en nombre y represeillación del Comitt de Empresa de
los Awtiliares de vuelo de la Compañía «Aviación y Comercio,
Sociedad Anónima>t, interpone recu"" de amparo, re¡istrado ante
este Tribunal el dia 30 de abril de 1985, contra la Sentencia de la
Sala Ten:era del Tribunal Supremo <le 16 de enero de 1985, dictada
en el recUI>O de apelación frente a la Sentencia de la Sección
Primera de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacio­
nal, de 29 de septiembre de 1984. Entienden los recurrentes que la
mencionada Sentencia de la Sala Ten:era del Tribunal Supremo
vulnera el arto 28.2 de la Constitución, con los fundamentos de
hecho y de derecho que a continuación se relacionan..

Sc!$undo.-El 10 de febrero de 1984, el Comitt de EmPresa de los
Auxiliares de vuelo de «Aviación y Comercio, SociedacfAnónim"",
convoca huelp para los dfas 22, 23, Y 29 de febrero y 1 de marzo
de 1984. El dia 20 de febrero de 1984, el Ministerio de Turismo,
Transpones y Comunicaciones dicta una Orden en que, en
cumplimiento de lo previsto en el Real Decreto 2878/1983, de 16
de noviembre, se determinan ·los servicios a mantener para la
saivllfUllrdia de los intereses esenciales de la comunidad en la
forma siguiente: . ~ .

«2.0 Las CompañílJ Iberiay Aviaco mantendrán,· en lo que al
transporte interior se refiere, el nivel del ~nal necesario para
realizar integramente los SIlIuientes servtcios: La totalidad del
transporte del correo; la totalidad del transporte de los productos
perecederos; la totalidad del transporte de carga desde/o a las jslas
r entre ellas; la totalidad del transporte de pasajeros desde/o a las
ISlas X entre ellas y desde/o a Meülla.

3. (...) la Compañía Aviaco mantendrá, para los servicios que
realiza para la aviación comercial, el si¡uiente pe""nal: 13 por 100
de su plantilla fija del pe=nal de tiC\T&; 22 por 100 de su plantilla
de tripulantes de cabina de pasajeros. Que se incluyen, respectiva­
mente, en el detalle que fi¡ura en los anejos 2 y 3 a la presente
Orden.

4,0 El máximo de horas de actividad que podrá. UCVAl' a co.bo
cada miembro de la tripulación de cabina de paSllieros será el fijado
por la legislación vi8ente». ..

Por carta de 22 de febrero de 1984, el Comité de Empresa
mencionado, y para el cumplimiento de lo previsto en la Orden
comunicada de 20 de febrero de 1984, consulta acerca del tipo de

Ha decidido:

Desestimar el presente recUno de amparo..

PUbliquese esta Sentencia en el «Iloletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid a 23 de abril de 1986.-Francisco Tomás y
Valiente, Francisco Rubio Uorente.-Luis Diez-Picazo y Ponce de
León,-Antonio Truyol Serra.-Eugenio Diaz Eimit.
Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-Firmados y rubri..
i:ados.

trabajo a desarrollar por los tripulantes de cabina de pasaje
afectados por dichos servicios, al entender que se trata tan S910 de
prestar servicios de mantenimiento de la seguridad, de modo que
a menos que lo notifiquen por Aviación Civil este Comité entiende
que la huelga obliga sólo a' servicios mínimos. En respuesta a su
consulta, se le comunica por la Dirección de Relaciones Industria­
les de la Compañia que el trabajo a realizar por. el colectivo
afectado será el programado nonnalmente para cada vuelo.

Tercero.-El referido Comité de Empresa interpone recurso
contencioso-administrativo contra la'Orden de 20 de febrero de
1984, conociendo de él la Sección Primera de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional Que, en su
Sentencia de 29 de septiembre de 1984 estima el recu"", anulando
la Orden citada, por considerarla lesiva para el derecho de huelp
del pe""nal afectado. Básicamente, la decisión del Tribunal se

. fundamenta en que la' concreción de los servicios esenciales a
mantener, y del personál: que debe realizarlos es una operación
juridica precedida por otra técnica, que fundamente esa misma
decisión. Toda esa activi~d requiere 9,ue la toma de decisiones por
la autoridad gubernativa no sea discrecional, sino que debe
determinar en cada caso los conceptos indetenninados que confip..
ran la noción del servicio esencial. Lo cual supone antes una
tramitación adecuada en el cual se exprese la fundaméntación
suficiente (sobre todo cuando, como en el caso del transporte, tiene
importantes aspectos técnicos) para poner de relieve que aquellos
conceptos ban sido debidamente aplicados y cómo lo bao sido para
pennitir además la impugnación y fiscalización. Recurrida en
apelación la referida Sentencia por el Abopdo del Estado, la Sala
Tercera del Tribunal Supremo dIeta la suya, de 16 de enero de 1985
en la que, estimando el recurso, se revoca la resolución recurrida,
habida cuenta de que la Orden objeto del proceso redujo notable­
mente el programa de servicios esenciales presentado por la
Compañía «AviaciÓD y Comercio, Sociedad Anónim"", fijándolo
en los términos en que lo bizo; la Orden citada no vulnera el
derecho de huelp por la utilización de un 22 por 100 de la plantilla
del pe""nal Auxihar de vuelb, no supone vaciar de contenido el
derecho de huelaa, atendidas las necesIdades mínimas de servicios
concurrentes en el pre~te caso, y ello resulta suficientemente
explicitado en la referida Orden y en la documentación obrante en
las actuaciones.

Cuarto.-Los recurrentes estiman que la Sentencia de la SaJa
Tercera del Tribunal Supremo impu¡nada vulnera el arto 28.2 de la
Constitución Es¡>añola por las s.iauientes razones:

a) La Orden de 20 de febrero de 1984 no ha sido comunicada
a la Entidad convocante ni a los huelguistas afectados, figurando
incluso indatada en el expediente, con lo que impidió que la huelga
tuviera el efecto deseado por los convocantes.

b) La citada,Orden carece de fundamentación técnica'y de
justificación objeJiva. .

c) La resolución impugnada permite el empleo de un número
de trabajadores muy similar al normal de ocupación en un día en
que no baya huelp. Ello aparte, la Empresa ba realizado un uso
abusivo de la mencionada Orden, ocu~ndo a un número de
Auxiliares de vuelo superior al que ésta le autorizaba.

Por lo anterior, suplican de este Tribunal que dicte Sentencia en
la que, tras declarar que la Orden de 20 de febrero de 1984 conculca:
el derecho de huel¡a de los reclamantes, anule la mencionada '
Orden y la Sentencia del Tribunal Supremo, Sala Tercera, de 16 de
enero de 1985. .

Por providencia de 12 de junio de 1985, la Sección Cuarta
acuerda ad,mitir a trámite la demanda por lo Que, en aplicación de
lo dispuesto en el articulo 51 de la Ley Orpnica del Tribunal
Constitucional. se reguiere al Ministerio de TransJ)Ol1es. Turismo
y Comunicaciones, a la Audiencia Nacional y al Tribunal Supremo,
a fin de que remitan las aetuacionet de las que trae causa el
presente recuno, emplazándose a los que fueron parte en el
procedimiento. Por escrito de 10 de julio de 1985 comparece el
Abopdo del Estado, sin Que lo hiciera la Empresa «Aviación y
Comercio, Sociedad Anónima».
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